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MEMORIA JUSTIFICATIVA 
 

Decreto No.  
 

Por el cual se adiciona al Libro 1, Título 2, Capítulo 1 del Decreto 1076 de 2015, una 
nueva sección bajo el número 19- con el objeto de reglamentar el artículo 8 de la 
Ley 1955 de 2019, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 

“PACTO POR COLOMBIA PACTO POR LA EQUIDAD” 
 

1. Los antecedentes y las razones de oportunidad y conveniencia que justifican su 
expedición. 

Las acciones de saneamiento en el Sistema de Parques Nacionales Naturales serán todas 
aquellas que tanto desde los aspectos jurídicos de la propiedad, como materiales de la 
tenencia de los predios o formales de los folios de matrícula inmobiliaria del Registro de 
Instrumentos Públicos, surjan como la ruta aplicable para asegurar la destinación de los 
predios ubicados al interior del Sistema a la conservación, en el marco del mandato 
constitucional del artículo 79, que establece como obligación del Estado velar por la 
preservación de la diversidad e integridad del ambiente y la conservación de la áreas de 
especial importancia ecológica.  

De igual forma, el saneamiento de las áreas protegidas del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales responde a los criterios legalmente establecidos respecto del manejo de las 
áreas, en cumplimiento de sus objetivos de conservación y el alcance de la administración 
por Parques Nacionales Naturales, actualmente encargada de esta tarea, en el marco de 
las funciones previstas por el Decreto –Ley 3572 de 2011. 

Una de las vías que propenden por el saneamiento de las áreas protegidas del Sistema de 
Parques Nacionales fue la declaratoria como de utilidad pública e interés social de la misma 
por el artículo 107 de la Ley 99 de 1993, esto es, la adquisición por negociación directa o 
por expropiación de bienes de propiedad privada, o la imposición de servidumbres, que 
sean necesarias para la protección y manejo del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables. Esta disposición también estableció que a los procedimientos relacionados con 
áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales, se aplicarán las previsiones 
contempladas en las normas vigentes sobre reforma agraria para predios rurales. 
 
Acorde a lo anterior, al analizar las competencias de las Entidades que enmarcadas en la 
utilidad pública podrían invocar el saneamiento, se encuentra que el numeral 1 del artículo 
31 de la Ley 99 de 1993 consagra dentro de las funciones de las Corporaciones Autónomas 
Regionales las de ejecutar las políticas, planes y programas nacionales en materia 
ambiental definidos por la ley aprobatoria del Plan Nacional de Desarrollo y del Plan 
Nacional de Inversiones o por el Ministerio del Medio Ambiente, así como los del orden 
regional que le hayan sido confiados conforme a la ley, dentro del ámbito de su jurisdicción. 
 
Sumado a lo anterior, el numeral 27 del artículo 31 de la citada norma señala en las 
funciones de las Corporaciones Autónomas Regionales, las de Adquirir bienes de propiedad 
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privada y los patrimoniales en las entidades de derecho público y adelantar ante el juez 
competente la expropiación de bienes, una vez surtida la etapa de negociación directa, 
cuando ello sea necesario para el cumplimiento de sus funciones o para la ejecución de 
obras o proyectos requeridos para el cumplimiento de las mismas, e imponer las 
servidumbres a que haya lugar, conforme a la ley. 
 
Adicional a lo previamente citado, el artículo 108 ibídem establece que las autoridades 
ambientales en coordinación y con el apoyo de las entidades territoriales adelantarán los 
planes de cofinanciación necesarios para adquirir áreas o ecosistemas estratégicos para la 
conservación, preservación y recuperación de los recursos naturales o implementarán en 
ellas esquemas de pago por servicios ambientales u otros incentivos económicos para la 
conservación, con base en la reglamentación expedida por el Gobierno nacional.  
 
Bajo esta línea, el artículo 111 de la Ley 99 de 1993 modificado por el artículo 210 de la Ley 
1450 de 2011 declara de interés público las áreas de importancia estratégica para la 
conservación de recursos hídricos que surten de agua los acueductos municipales, 
distritales y regionales y se ordena que los departamentos y municipios dedicarán un 
porcentaje no inferior al 1% de sus ingresos corrientes para la adquisición y mantenimiento 
de dichas zonas o para financiar esquemas de pago por servicios ambientales. 
 
Ahora bien, el Decreto-Ley 3572 de 2011 en su artículo 2 numeral 9, establece como función 
de Parques Nacionales Naturales la de adquirir por negociación directa o expropiación los 
bienes de propiedad privada, los patrimoniales de las entidades de derecho público y demás 
derechos constituidos en predios ubicados al interior del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales e imponer las servidumbres a que haya lugar sobre tales predios. 
 
Se propone la reglamentación de la figura de saneamiento automático instituido en el 
artículo 8 de la Ley 1955 del 25 de mayo de 2019 por el cual se expide el Plan Nacional 
Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia Pacto por la Equidad”, como una medida que 
permitirá a dinamizar la gestión predial al interior de las áreas del SPNNC y como una 
medida para fortalecer el ejercicio del derecho a la propiedad pública sin que esta pueda 
ser perturbada por una acción posterior.  
 
Así pues, cuando el bien inmueble soporte alguno de los anteriores eventos, la entidad 
estatal pagará el valor que corresponda al acreedor mediante un depósito judicial a órdenes 
del despacho respectivo, en caso de cursar procesos ejecutivos u ordinarios en los que se 
haya ordenado el respectivo gravamen.  
 
Ahora bien, de manera complementaria, se tiene que los motivos de utilidad pública que 
sustentan la eventual adquisición de predios al interior de las áreas del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales, encuentran fundamento jurídico en el artículo 14 de la Ley 2ª de 1959 
el cual dispuso como de utilidad pública las zonas establecidas como Parques Nacionales 
Naturales. 
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De igual forma, el artículo 107 de la Ley 99 de 1993 establece de utilidad pública la 
declaración y alinderamiento de estas áreas, así como la adquisición de bienes en su 
interior, y la Ley 388 de 1997, norma que establece en su artículo 58, como un motivo de 
utilidad pública, la adquisición de inmuebles para destinarlos a “la preservación del 
patrimonio cultural y natural de interés nacional, regional local, incluidos el paisajístico, 
ambiental, histórico y arquitectónico” y a la “Constitución de zonas de reserva para la 
protección del medio ambiente y los recursos hídricos”.  
 
En este sentido puede entenderse que la adquisición de los predios ubicados al interior de 
las áreas que integran el Sistema de Parques Nacionales, constituye un motivo de utilidad 
pública, toda vez que los mismos detentan un valor invaluable en la conservación y 
protección del medio ambiente. 
 
Lo anterior justifica la regulación de la opción de aplicación de esta institución jurídica en el 
marco de los procesos de adquisición predial dirigidos a la compra de predios al interior de 
las áreas del Sistema de PNN.  
 
En específico, en relación con la figura del saneamiento automático es de destacar que su 
finalidad no es otra que el saneamiento de los vicios en la titulación o tradición del inmueble 
de propiedad privada adquirido por motivos de utilidad pública. En este sentido, podrá ser 
invocada en los eventos en que Parques Nacionales Naturales no haya podido: 
 

- Consolidar el derecho de dominio a su favor por circunstancias como la transferencia 
imperfecta del dominio por el vendedor.   
 

- Se encuentre con limitaciones al dominio debidamente inscritas. 
 

- Se evidencien registralmente gravámenes e hipotecas vigentes que no permitan 
seguir con el proceso de adquisición del inmueble por utilidad pública. 

 
- Existan afectaciones registrales debidamente inscritas 

 
- Existan medidas cautelares inscritas que impidan la disposición plena del predio 

privado.  
 

Se precisa que la figura del saneamiento automático operará para cualquier entidad pública 
que en virtud de la declaratoria de utilidad pública pueda invocarlo, lo cual supondrá la 
evaluación previa del eventual riesgo antijurídico de la decisión, y las situaciones 
constitutivas de vicio u otras características de los bienes para efectos de determinar la 
viabilidad de la adquisición, a la luz de la responsabilidad estatal emanada del artículo 90 
Constitucional. 
 
Lo que se busca con la figura del saneamiento es aplicar la medida en los procesos de 
saneamiento de las áreas que se dé por medio de la adquisición de bienes inmuebles, en 
los casos que se cuente con la disponibilidad presupuestal, lo que busca reducir en las 
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áreas la presión o transformación de ecosistemas y conducirlas hacia la recuperación y 
restauración del área protegida y de manera consecuente lograr los objetivos de 
conservación y la preservación de los Valores Objeto de Conservación de las áreas del 
Sistema. 

El efecto jurídico de la medida de saneamiento busca que la titularidad del derecho real de 
dominio del bien inmueble este en cabeza del Estado quedando libre de gravámenes, 
limitaciones y afectaciones.  
 
Ahora bien, frente al tema de compra de mejoras, es preciso resaltar que se desarrolla de 
conformidad con las funciones establecidas en el artículo 2º del Decreto-Ley 3572 de 2011, 
le compete a Parques Nacionales “…Adquirir por negociación directa o expropiación los 
bienes de propiedad privada, los patrimoniales de las entidades de derecho público y demás 
derechos constituidos en predios ubicados al interior del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales e imponer las servidumbres a que haya lugar sobre tales predios”. (Subrayado 
fuera de texto) 
 
En lo relacionado con el decreto reglamentario en comento, reviste especial importancia 
considerar la facultad de adquirir los demás derechos constituidos en predios al interior de 
las áreas del Sistema de Parques Nacionales, pues en el marco de esta autorización, se 
presenta la opción de adquirir las denominadas “mejoras” a favor de Parques Nacionales, 
en favor de la finalidad de conservar y sanear estas áreas que tienen la particularidad de 
ser objeto de protección constitucional al tenor de los artículos 7, 8, 79, 80 y 95 de la Carta 
Política. 
 
Es así como, el artículo 2 del Decreto-Ley 3572 de 2011 enmarca lo prescrito en el Numeral 
2 del Artículo 8 de la Ley 1955 de 25 de mayo de 2019, con la singularidad que esta última 
amplía el alcance del concepto de mejoras con aptitud para ser adquiridas por Parques 
Nacionales Naturales o por cualquier otra entidad pública , dado que establece que la 
entidad pública puede reconocer las mejoras realizadas en predios al interior de las áreas 
del Sistema de Parques Nacionales Naturales con posterioridad a la declaratoria del área 
protegida y anterior al 30 de noviembre de 2016, además del cumplimiento de unas 
condiciones socio-económicas de los ocupantes o poseedores que reclaman el 
reconocimiento de mejoras, aspectos que se desarrollarán más adelante.  
 
Así las cosas, cuando nos referimos al concepto de mejoras, es necesario tener presente 
que el Código Civil Colombiano hace una división de los tipos de mejoras (necesarias, útiles, 
voluntarias) que pueden ser invertidas por parte del poseedor o el arrendatario respecto del 
inmueble que detenta, pero en cuyos diferentes significados se aprecia la característica de 
aumentar el valor de la cosa respecto a su uso o disfrute. 1 Es decir, el común denominador 
de las diferentes definiciones legales de las mejoras, es el reconocimiento de un activo 
sobre un determinado bien que le permite, o mantener el bien en condiciones idóneas para 
su uso o explotación, o incrementar su valor comercial en el mercado. 

                                                      
1 Artículos 916, 967, 1993 Código Civil Colombiano 
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Acerca de los cambios que introduce la propuesta de norma reglamentaria, es imperativo 
denotar que se modifica el alcance de la facultad que la entidad actualmente detenta para 
comprar mejoras hechas en predios ubicados al interior de las áreas del SPNN en dos 
sentidos, a saber: 
 

1. Alcance temporal de aplicación de la norma: “Parques Nacionales Naturales de 
Colombia u otra entidad pública podrán reconocer mejoras realizadas en predios al 
interior de las áreas del SNNP con posterioridad a la declaratoria del área protegida 
y anteriores al 30 de noviembre de 2016. 

2. Condiciones socioeconómicas que deben cumplir los mejoratarios: “Este 
reconocimiento solo aplica para las personas previamente caracterizadas que 
reúnan las siguientes condiciones: i) que no sean propietarios de tierras ii) que se 
hallen en condiciones de vulnerabilidad o deriven directamente del uso de la tierra 
o recursos naturales su fuente básica de subsistencia; y iii) siempre y cuando las 
mejoras no estén asociadas a cultivos ilícitos, o a su procesamiento o 
comercialización, así como a actividades de extracción ilícita de minerales. 

 
De este modo y considerando la importancia de dinamizar los procesos de adquisición de 
predios y mejoras como una estrategia clave para el saneamiento predial y recuperación 
ambiental de las áreas del SPNN, dentro de la propuesta normativa se establecen 
disposiciones encaminadas a posibilitar la compra de mejoras construidas con posterioridad 
a la declaratoria del área protegida, bajo ciertas condiciones.  
 
Es importante tener en cuenta que en virtud de la regulación de la figura de los Parques 
Nacionales y del mismo Sistema de Parques Nacionales Naturales en la Ley 2 de 1959 y el 
Decreto Ley 2811 de 1974, el Estado Colombiano fue consiente de la importancia de 
identificar lugares para su conservación in situ por su valor excepcional y estratégico, bajo 
los parámetros de una limitación de actividades antropógenas que pudieran alterar los 
normales ciclos ecológicos de estos polígonos identificados. 
 
Gracias a ello, a la luz del Decreto 622 de 1977, que fue el encargado de reglamentar todo 
el Sistema, se buscó frenar de cierta forma estos conflictos de ocupación al interior de las 
áreas del Sistema, cuando en su artículo 10º dispuso que “No se reconocerá el valor de las 
mejoras que se realicen dentro de las actuales áreas del SPNN después de la vigencia de 
este decreto, ni las que se hagan con posterioridad a la inclusión de un área dentro del 
Sistema de Parques Nacionales Naturales”. 
 
Posteriormente, con la expedición de la Ley 99 de 1993, se fortaleció la prohibición de 
adquisición de mejoras posteriores a la declaratoria de áreas del Sistema de Parques 
Nacionales, ya que se impidió incluirlas en el avalúo para el reconocimiento del valor 
comercial de los bienes para efectos de la adquisición, ya fuera por Parques Nacionales o 
por cualquier otra autoridad.  
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Para la Entidad, y en general, para cualquier entidad pública interesada, resulta imperativo  
tener la posibilidad de adquirir mejoras posteriores a la declaratoria de las áreas del Sistema 
que fueron tajantemente prohibidas por el artículo 10º del Decreto 622 de 1977, ahora 
compilado en el artículo  2.2.2.1.9.5  del Decreto 1076 de 2015, y el parágrafo del artículo 
107 de la Ley 99 de 1993, modificando estas disposiciones en el sentido de ampliar la 
temporalidad para el reconocimiento de las mejoras y la calidad de los sujetos que van a 
ser beneficiados de este reconocimiento. 
 
Con esta propuesta se busca ampliar las posibilidades de liberar tierras para los objetivos 
de conservación de la biodiversidad para los cuales fueron destinadas con la declaratoria 
del área protegida, y reconocer en términos económicos los esfuerzos realizados por estos 
sujetos, que se traducen en infraestructura o cultivos, y para facilitar su proceso de 
estabilización socioeconómica en las zonas aledañas a los Parques o en otro lugar apto 
para estos propósitos en el territorio nacional, a la luz del respeto por la vocación de la 
tierra, el freno a la ampliación de la frontera agrícola y el cuidado de las áreas de reserva 
del país. 
 
Es clara la necesidad de establecer un límite temporal o fecha máxima para la posibilidad 
de este reconocimiento, pues de lo contrario con esta disposición se corre el riesgo de crear 
un incentivo perverso hacia la ocupación de las áreas, de manera que se ha establecido 
como fecha límite, las mejoras realizadas con anterioridad al 30 de noviembre  de 2016, 
fecha en la que el Congreso de la República adoptó la decisión política de refrendar el 
Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera (Acuerdo Final). 
 
Igualmente, esta posibilidad de reconocimiento se circunscribe a las mejoras de personas 
sin tierra y en situación de vulnerabilidad, pues se considera que, frente a otro tipo de 
sujetos que no dependen para su subsistencia del uso de la tierra y sus recursos, no puede 
aplicarse el mismo tratamiento excepcional.  
 
Frente a la condición de vulnerabilidad es pertinente señalar que su inclusión se deriva del 
hecho que en el Sistema de Parques Nacionales Naturales, más del 60% de las áreas que 
lo conforman, presentan situaciones de usos no permitidos de la tierra, ocupación y tenencia 
de predios en su interior por parte de comunidades no étnicas que son sujetos de reforma 
agraria o están en condiciones de vulnerabilidad. 
 
La vulnerabilidad, como bien señala la Comisión Económica para América Latina (CEPAL), 
es el resultado de la exposición a riesgos, aunado a la incapacidad para enfrentarlos y la 
inhabilidad para adaptarse activamente. 
 
Ahora bien, la jurisprudencia también ha incluido el término de vulnerabilidad en sus 
sentencias, de hecho, la mayoría de sus fallos siempre abordan evaluar situaciones de 
vulnerabilidad y con ello se trae a colación la definición de la Corte Constitucional 
Colombiana en la Sentencia T-085 de 2009 (M.P. Jaime Araújo Rentería), al hablar de la 
situación del desplazamiento en Colombia, la cual estableció: “se encuentran en una 
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especial condición de vulnerabilidad, exclusión y marginalidad, entendida la primera como 
aquella situación que, sin ser elegida por el individuo, le impide acceder a aquellas garantías 
mínimas que le permiten la realización de sus derechos económicos, sociales y culturales 
y, en este orden, la adopción de un proyecto de vida” (subrayado y resaltado nuestro) 
 
De igual forma, un concepto igualmente aplicable es el de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (ICDH), para la cual, la vulnerabilidad en ciencias aplicadas es definida 
como una medida de las características (la sensibilidad) y de las circunstancias (la 
exposición) de una persona o de un grupo a una amenaza, incluido el grado de recuperación 
del impacto producido por el hecho dañoso. La vulnerabilidad así definida depende del 
conjunto de los elementos que derivan de la situación o la condición de una persona o de 
un grupo.2 
 
Por otro lado, al revisar las sentencias T - 244 de 2012 y T - 606 de 2015 de la Corte 
Constitucional, se señala que: 
 

 “La vulnerabilidad es entendida como “…un proceso multidimensional que confluye en el 
riesgo o probabilidad del individuo, hogar o comunidad de ser herido, lesionado o dañado 
ante cambios o permanencia de situaciones externas o internas. La vulnerabilidad social 
de sujetos y colectivos de población se expresa de varias formas, ya sea como fragilidad 
e indefensión ante cambios originados en el entorno, como desamparo institucional desde 
el Estado que no contribuye a fortalecer ni cuida sistemáticamente de sus ciudadanos…”  

 
Desde esta perspectiva, se puede concluir que el estado de vulnerabilidad está relacionado 
con circunstancias que le impiden al individuo (i) procurarse su propia subsistencia; y (ii) 
lograr niveles más altos de bienestar, debido al riesgo al que está expuesto por situaciones 
que lo ponen en desventaja en sus activos”. 
 
No sólo basta la situación de riesgo, se trata de un conjunto de elementos a fin de medir o 
calificar una situación de vulnerable, la cual, para el caso de campesinos asentados en 
Parques Nacionales Naturales de Colombia, se trata del impedimento de los individuos 
asentados en su interior para la realización de sus derechos económicos, sociales y 
culturales, el procurar su propia subsistencia  y el adoptar un proyecto de vida digna y de 
bienestar tal cual lo señala la Corte Constitucional en lugares donde el desarrollo del 
principio del buen vivir se ve limitado por la provisión de bienes y servicios públicos como 
salud, infraestructura, educación, alimentación, créditos agrarios y uno muy fundamental 
que es el acceso a la tierra como factor productivo.  
 
De ahí que la norma reconoce una distinción entre los mejoratarios, en favor de aquéllos 
en condiciones de vulnerabilidad. 
 
Adicionalmente, la norma también establece otra condición relacionada con el no 
reconocimiento o inviabilidad de la adquisición de mejoras cuando estén asociadas a 

                                                      
2 La vulnerabilidad en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: esbozo de una tipología, Rosmerlin Estupiñan-Silva 
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cultivos de uso ilícito, o a su procesamiento o comercialización. Esto no significa que las 
personas o familias vinculadas a este tipo de cultivos de uso ilícito no sean sujetos de los 
programas especiales del Estado que contempla el Acuerdo Final, sino que dichas mejoras 
no podrán ser objeto de compra. 
 
Estas medidas especiales y condicionadas de adquisición de mejoras constituyen un 
mecanismo ágil de resolución de conflictos de tenencia y uso de la tierra, que va orientado 
a promover el uso adecuado de los territorios de acuerdo con su vocación y a la protección 
de los derechos de propiedad. 
 
Sobre el segundo aspecto, el proceso de caracterización de las familias y predios al interior 
de las áreas protegidas del SPNN que se viene consolidando desde hace cinco años 
aproximadamente, obedece a la necesidad de información primaria que dé cuenta tanto de 
la historia o antecedentes de ocupación y poblamiento en las áreas como del registro de 
las infraestructuras que se encuentran en ellas. Este instrumento se requiere de manera 
previa a la adquisición de la mejora, en cuanto es uno de los medios de verificación e 
información comunitaria, además de ser levantado de forma participativa por aquellas 
personas que habitan las áreas desde hace varios años, con el fin que la compra no se 
constituya en un incentivo perverso o mal intencionado que fomente la ocupación reciente 
para fines meramente económicos.  
 
Es así, que la información de las fichas podrá ser complementada o robustecida con otros 
medios de verificación o constatación de la época aproximada del levantamiento o 
construcción de las mejoras, que contribuyan a tener un mejor criterio respecto a la 
adquisición o no de la mejora.  
 
Dentro de los factores que han dificultado la atención de esta problemática se encuentran: 
la incapacidad institucional en aspectos financieros, humanos, físicos y operativos; la 
permanencia o el incremento de las causas estructurales que originan el problema de uso, 
ocupación y tenencia en las áreas protegidas así como el  desconocimiento y la carencia 
de información confiable sobre la dimensión de la situación; las  consecuencias del conflicto 
armado; la falta de articulación interinstitucional; la falta de un marco normativo que oriente 
y posibilite el actuar coordinado del Estado frente a la complejidad y la particularidad de la 
dinámica de ocupación, entre otros. 
 
Es por todo lo anterior, que las acciones de saneamiento dispuestas en este decreto, se 
convierten en una medida esencial y oportuna para el logro de los objetivos de conservación 
de las áreas protegidas del SPNNC. 
 

2. El ámbito de aplicación del respectivo acto y los sujetos a quienes va dirigido 

Las disposiciones de esta normativa faculta a Parques Nacionales Naturales de Colombia 
y a cualquier entidad pública para que en virtud de la utilidad pública pueda adelantar el 
proceso de saneamiento automático y compra mejoras al interior de las áreas del Sistema 
de Parques Nacionales Naturales. 
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Sobre el ámbito subjetivo de aplicación, esta disposición normativa está dirigida a Parques 
Nacionales Naturales de Colombia, y otras entidades públicas, interesadas en la compra 
de predios y mejoras en predios ubicados al interior del Sistema.  
 

3. La viabilidad jurídica: (análisis de procedencia para la expedición de un acto 
administrativo articulo Artículo 2.1.2.1.7 del Decreto 1081 de 2015).  

3.1. Análisis de las normas que otorgan la competencia para expedición del 
correspondiente acto administrativo. 

Conforme a lo establecido en el artículo 8 de la Ley 1955 de 2019 por la cual se expide el 
Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “PACTO POR COLOMBIA, PACTO POR LA 
EQUIDAD”, establece las medidas tendientes a dinamizar procesos de saneamiento al 
interior de las áreas del Sistema de Parques Nacionales, dentro de las cuales se contempla 
el saneamiento automático, en los eventos en que el Estado adquiera inmuebles ubicados 
al interior de las áreas del SPNN por motivos de utilidad pública. Y operará el saneamiento 
automático de vicios en los títulos y la tradición, incluso los que surjan con posterioridad al 
proceso de adquisición. Lo anterior, sin perjuicio de las acciones indemnizatorias que 
procedan según la ley. 

 

3.2. La vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada:  

El decreto reglamentario rige a partir de la fecha de su expedición y publicación en el Diario 

Oficial. 

3.3. Las disposiciones derogadas, subrogadas, modificadas, adicionadas o 
sustituidas: 

El decreto reglamentario con respecto a la compra de mejoras establece una adición frente 
a la temporalidad de la adquisición de mejoras desde la fecha de la declaratoria del área 
protegida del Sistema hasta el 30 de noviembre de 2016. Las demás disposiciones seguirán 
vigentes como lo establece el artículo 10º del decreto 622 de 1977, ahora compilado en el 
artículo 2.2.2.1.9.5  del Decreto 1076 de 2015, y el parágrafo del artículo 107 de la Ley 99 
de 1993. 

El decreto reglamentario no establece derogatorias, o sustituciones a normas ya previstas 
en el ordenamiento colombiano.  

4. Impacto económico si fuere el caso, el cual deberá señalar el costo o ahorro de la 
implementación del respectivo acto.  

Al respecto, cabe indicar que si bien, a la fecha no se cuenta con un rubro específico 
destinado para tal efecto, es preciso indicar que Parques Nacionales Naturales, iniciará las 
gestiones para obtener la respectiva disponibilidad presupuestal, a mediante el desarrollo 
de instrumentos económicos para la conservación, como lo son las compensaciones, el 
pago por servicios ambientales, entre otros. 
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No obstante lo anterior, es preciso indicar que la norma objeto de reglamentación no limita 
presupuestalmente a Parques Nacionales para que las medidas de saneamiento 
automático y compra de mejoras se ejecuten únicamente con recursos de esta Entidad, 
puesto que, tanto terceros de naturaleza privada como entidades territoriales podrán aportar 
recursos para efectos de adelantar las medidas de saneamiento objeto de reglamentación. 
Esto, con el fin de que, una vez entre en vigencia el decreto se pueda avanzar en la 
implementación del artículo 8° de La Ley 1995 de 2019, hasta tanto se logre la apropiación 
presupuestal necesaria. Aunado al hecho que otras entidades públicas están facultas para 
adelantar compra de mejoras y saneamiento automático en el marco de la adquisición de 
predios ubicados al interior del SPNNC. 

 

5. Disponibilidad presupuestal si fuere del caso.  

Sin perjuicio del presupuesto que se destine para el saneamiento automático y compra de 
mejoras por parte de terceros, y entidades públicas, Parques Nacionales Naturales iniciará 
las gestiones pertinentes con el fin de obtener la apropiación de recursos que permitan la 
aplicación de las medidas de saneamiento al interior de las áreas del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales. 

6. De ser necesario, impacto medioambiental o sobre el patrimonio cultural de la 
Nación. 

Contribuye a la mejora de los objetos de conservación de las áreas del Sistema y reducir 
las áreas en presión o transformación de ecosistemas y conducirlas hacia la recuperación 
y restauración del área protegida y de manera consecuente lograr los objetivos de 
conservación y la preservación de los Valores Objeto de Conservación.  

7. El cumplimiento de los requisitos de consulta y publicidad cuando haya lugar a 
ello:  

7.1. Requisito de consulta previa:  

No requiere el proceso de consulta previa debido que el Plan Nacional Desarrollo 2018-
2022. “Pacto por Colombia Pacto por la Equidad”, surtió todas las etapas de participación, 
consulta previa y publicidad.  

7.2. Requisito de publicidad:  

De acuerdo a lo contemplado en el Decreto 1081 de 2015 y sus modificaciones, se publicará 
la propuesta normativa en la página web del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.  

 
 

 
 


